
Tema 15: Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Título IV 

(De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo 
común): Capítulo VI (De la tramitación simplificada del 

procedimiento administrativo común) y Capítulo VII (Ejecución).  
 
 

CAPÍTULO VI 

De la tramitación simplificada del procedimiento 
administrativo común 

Artículo 96. Tramitación simplificada del procedimiento 
administrativo común. 

1. Cuando razones de interés público o la falta de complejidad del 
procedimiento así lo aconsejen, las Administraciones Públicas podrán 
acordar, de oficio o a solicitud del interesado, la tramitación simplificada 
del procedimiento. 

En cualquier momento del procedimiento anterior a su resolución, el 
órgano competente para su tramitación podrá acordar continuar con 
arreglo a la tramitación ordinaria. 

2. Cuando la Administración acuerde de oficio la tramitación 
simplificada del procedimiento deberá notificarlo a los interesados. Si 
alguno de ellos manifestara su oposición expresa, la Administración 
deberá seguir la tramitación ordinaria. 

3. Los interesados podrán solicitar la tramitación simplificada del 
procedimiento. Si el órgano competente para la tramitación aprecia que 
no concurre alguna de las razones previstas en el apartado 1, podrá 
desestimar dicha solicitud, en el plazo de cinco días desde su 
presentación, sin que exista posibilidad de recurso por parte del 
interesado. Transcurrido el mencionado plazo de cinco días se entenderá 
desestimada la solicitud. 

4. En el caso de procedimientos en materia de responsabilidad 
patrimonial de las Administraciones Públicas, si una vez iniciado el 
procedimiento administrativo el órgano competente para su tramitación 
considera inequívoca la relación de causalidad entre el funcionamiento del 
servicio público y la lesión, así como la valoración del daño y el cálculo de 



la cuantía de la indemnización, podrá acordar de oficio la suspensión del 
procedimiento general y la iniciación de un procedimiento simplificado. 

5. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, se podrá 
adoptar la tramitación simplificada del procedimiento cuando el órgano 
competente para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo 
previsto en su normativa reguladora, existen elementos de juicio 
suficientes para calificar la infracción como leve, sin que quepa la 
oposición expresa por parte del interesado prevista en el apartado 2. 

6. Salvo que reste menos para su tramitación ordinaria, los 
procedimientos administrativos tramitados de manera simplificada 
deberán ser resueltos en treinta días, a contar desde el siguiente al que 
se notifique al interesado el acuerdo de tramitación simplificada del 
procedimiento, y constarán únicamente de los siguientes trámites: 

a) Inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado. 

b) Subsanación de la solicitud presentada, en su caso. 

c) Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo 
de cinco días. 

d) Trámite de audiencia, únicamente cuando la resolución vaya a ser 
desfavorable para el interesado. 

e) Informe del servicio jurídico, cuando éste sea preceptivo. 

f) Informe del Consejo General del Poder Judicial, cuando éste sea 
preceptivo. 

g) Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de 
la Comunidad Autónoma en los casos en que sea preceptivo. Desde que 
se solicite el Dictamen al Consejo de Estado, u órgano equivalente, hasta 
que éste sea emitido, se producirá la suspensión automática del plazo 
para resolver. 

El órgano competente solicitará la emisión del Dictamen en un plazo tal 
que permita cumplir el plazo de resolución del procedimiento. El Dictamen 
podrá ser emitido en el plazo de quince días si así lo solicita el órgano 
competente. 

En todo caso, en el expediente que se remita al Consejo de Estado u 
órgano consultivo equivalente, se incluirá una propuesta de resolución. 
Cuando el Dictamen sea contrario al fondo de la propuesta de resolución, 
con independencia de que se atienda o no este criterio, el órgano 



competente para resolver acordará continuar el procedimiento con arreglo 
a la tramitación ordinaria, lo que se notificará a los interesados. En este 
caso, se entenderán convalidadas todas las actuaciones que se hubieran 
realizado durante la tramitación simplificada del procedimiento, a 
excepción del Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente. 

h) Resolución. 

7. En el caso que un procedimiento exigiera la realización de un 
trámite no previsto en el apartado anterior, deberá ser tramitado de 
manera ordinaria. 

CAPÍTULO VII 

Ejecución 

Artículo 97. Título. 

1. Las Administraciones Públicas no iniciarán ninguna actuación 
material de ejecución de resoluciones que limite derechos de los 
particulares sin que previamente haya sido adoptada la resolución que le 
sirva de fundamento jurídico. 

2. El órgano que ordene un acto de ejecución material de resoluciones 
estará obligado a notificar al particular interesado la resolución que 
autorice la actuación administrativa. 

Artículo 98. Ejecutoriedad. 

1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho 
Administrativo serán inmediatamente ejecutivos, salvo que: 

a) Se produzca la suspensión de la ejecución del acto. 

b) Se trate de una resolución de un procedimiento de naturaleza 
sancionadora contra la que quepa algún recurso en vía administrativa, 
incluido el potestativo de reposición. 

c) Una disposición establezca lo contrario. 

d) Se necesite aprobación o autorización superior. 



2. Cuando de una resolución administrativa, o de cualquier otra forma 
de finalización del procedimiento administrativo prevista en esta ley, 
nazca una obligación de pago derivada de una sanción pecuniaria, multa o 
cualquier otro derecho que haya de abonarse a la Hacienda pública, éste 
se efectuará preferentemente, salvo que se justifique la imposibilidad de 
hacerlo, utilizando alguno de los medios electrónicos siguientes: 

a) Tarjeta de crédito y débito. 

b) Transferencia bancaria. 

c) Domiciliación bancaria. 

d) Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano competente en 
materia de Hacienda Pública. 

Artículo 99. Ejecución forzosa. 

Las Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes en 
cada caso, podrán proceder, previo apercibimiento, a la ejecución forzosa 
de los actos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda 
la ejecución de acuerdo con la Ley, o cuando la Constitución o la Ley 
exijan la intervención de un órgano judicial. 

Artículo 100. Medios de ejecución forzosa. 

1. La ejecución forzosa por las Administraciones Públicas se efectuará, 
respetando siempre el principio de proporcionalidad, por los siguientes 
medios: 

a) Apremio sobre el patrimonio. 

b) Ejecución subsidiaria. 

c) Multa coercitiva. 

d) Compulsión sobre las personas. 

2. Si fueran varios los medios de ejecución admisibles se elegirá el 
menos restrictivo de la libertad individual. 

3. Si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado o en los 
restantes lugares que requieran la autorización de su titular, las 
Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo 
o, en su defecto, la oportuna autorización judicial. 



Artículo 101. Apremio sobre el patrimonio. 

1. Si en virtud de acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad 
líquida se seguirá el procedimiento previsto en las normas reguladoras del 
procedimiento de apremio. 

2. En cualquier caso no podrá imponerse a los administrados una 
obligación pecuniaria que no estuviese establecida con arreglo a una 
norma de rango legal. 

Artículo 102. Ejecución subsidiaria. 

1. Habrá lugar a la ejecución subsidiaria cuando se trate de actos que 
por no ser personalísimos puedan ser realizados por sujeto distinto del 
obligado. 

2. En este caso, las Administraciones Públicas realizarán el acto, por sí 
o a través de las personas que determinen, a costa del obligado. 

3. El importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirá conforme a lo 
dispuesto en el artículo anterior. 

4. Dicho importe podrá liquidarse de forma provisional y realizarse 
antes de la ejecución, a reserva de la liquidación definitiva. 

Artículo 103. Multa coercitiva. 

1. Cuando así lo autoricen las Leyes, y en la forma y cuantía que éstas 
determinen, las Administraciones Públicas pueden, para la ejecución de 
determinados actos, imponer multas coercitivas, reiteradas por lapsos de 
tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, en los siguientes 
supuestos: 

a) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre 
la persona del obligado. 

b) Actos en que, procediendo la compulsión, la Administración no la 
estimara conveniente. 

c) Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona. 

2. La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan 
imponerse con tal carácter y compatible con ellas. 

Artículo 104. Compulsión sobre las personas. 



1. Los actos administrativos que impongan una obligación 
personalísima de no hacer o soportar podrán ser ejecutados por 
compulsión directa sobre las personas en los casos en que la ley 
expresamente lo autorice, y dentro siempre del respeto debido a su 
dignidad y a los derechos reconocidos en la Constitución. 

2. Si, tratándose de obligaciones personalísimas de hacer, no se 
realizase la prestación, el obligado deberá resarcir los daños y perjuicios, 
a cuya liquidación y cobro se procederá en vía administrativa. 

Artículo 105. Prohibición de acciones posesorias. 

No se admitirán a trámite acciones posesorias contra las actuaciones 
de los órganos administrativos realizadas en materia de su competencia y 
de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido. 
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